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Se presenta de manera sencilla la evolución de la economía colombiana y su 
contraparte social durante la década de los noventa y comienzos del milenio con el 
propósito de evaluar los logros y el camino a recorrer para alcanzar las metas del 
milenio. Se caracteriza el periodo de crisis de la economía y sus consecuencias 
para el trasfondo social en lo referente a pobreza, educación, salud y acceso a los 
servicios de agua potable y saneamiento básico. Se reconoce que se han 
presentado importantes avances en estos frentes, sin embargo se requieren de 
esfuerzos adicionales para lograr los objetivos finales.  
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This paper addresses the evolution of the Colombian economy and its social 
counterpart throughout the 90´s and the beginning of the present decade, in order 
to evaluate the achievements and outline the way of reaching the established 
millennium goals. The recession period and its effects on social development, 
particularly on poverty, education, health and basic sanitation are characterized 
dealt with. Although further advances in these areas have been conducted 
accomplished, there are still additional efforts to be made, in order to achieve the 
final goals.   
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 1. INTRODUCCIÓN 
 
El comienzo de la década de los noventa se caracterizó por el consenso hacia una 
serie de reformas sociales y económicas. La declaración de las metas del milenio, 
recogía el descontento existente en materia social, especialmente en la situación 
que en este aspecto atravesaban los países en vías de desarrollo en todo el 
mundo; el consenso social se recogió en ocho metas generales que buscan 
mejorar la cantidad y la calidad de vida de los habitantes de estos países. Por otra 
parte, en el ámbito económico, las reformas propuestas por el consenso de 
Washington reformulaban la manera en la que deberían manejarse los sistemas 
económicos de estas economías y propugnaba por cambios que sintonizaran a los 
países en desarrollo y en transición al capitalismo con la idea de economía de 
mercado. 
 
En Colombia, la onda de estos consensos llegó con gran fortaleza y parte de su 
efecto se registró en la nueva carta constitucional de 1991. En lo referente a lo 
social, la constitución amplió de manera significativa los derechos de los 
ciudadanos colombianos en cuanto a servicios como la educación y la salud, al 
hacer al Estado garante de su correcta prestación. En el ámbito económico, la 
carta declaró como independiente al Banco Central y le dio como mandato 
constitucional el control de los precios. 
 
Adicionalmente, se formularon y aplicaron una serie de reformas que buscaban 
reducir los factores estructurales que impedían el correcto funcionamiento de los 
mercados: i) se liberalizo la cuenta comercial de la Balanza de Pagos a través de 
la eliminación sistemática de los controles administrativos y de precios que 
existían sobre las importaciones; ii) se liberalizó también la cuenta de capitales al 
eliminar la mayoría de los controles, hasta ese entonces existentes, sobre la 
entrada de capitales extranjeros y la modificación del régimen cambiario de la 
economía;  iii)  el gobierno nacional comenzó con un proceso general de 
privatización total o parcial de algunas de sus empresas. En 1993 la Ley 100 
reformo totalmente el sistema de seguridad social del país que hasta entonces 
estaba totalmente en manos del Estado. Se pasó a un sistema mixto en el que 
empresas privadas, podían afiliar y prestar servicios de salud y de aseguramiento 
pensional, junto con la empresa del gobierno, el Instituto de Seguros Sociales –
ISS;  iv) el Estado colombiano dio comienzo a un profundo proceso de 
descentralización, en el que los departamentos y sus municipios adquirieron 
mayor autonomía económica, especialmente en lo referente a la finalidad de su 
gasto y a la recolección de ingresos, y política mediante la elección popular de 
alcaldes y gobernadores que anteriormente eran nombrados por el nivel central 
del gobierno; y v) con el propósito de garantizar los derechos ampliados por la 
constitución y proveer a la justicia de una mayor eficiencia, se llevó a cabo una 
reforma al sistema judicial y se crearon la corte constitucional y la fiscalía 
respectivamente.  
 El peso que la constitución impuso sobre el Estado, se reflejó inmediatamente en 
un incremento sistemático del gasto público. La apertura de las cuentas comercial 
y de capitales de la Balanza de Capitales, dio paso a un creciente flujo de entrada 
de bienes y de capitales, especialmente deuda privada externa e inversión 
extranjera, lo que junto con el creciente déficit del gobierno produjo un proceso de 
apreciación nominal y real, lo cual favoreció ampliamente al sector de no-
transables de la economía. Paralelamente, la expectativa de mayores ingresos 
futuros por el descubrimiento de los pozos petroleros de Cusiana y Cupiagua, 
produjo en la economía un boom de consumo público y privado durante la primera 
mitad de la década. En este periodo la tasa de desempleo disminuyó 
significativamente y el mayor gasto social mejoró los indicadores de cobertura en 
salud, educación y redujo de manera importante el nivel de pobreza urbano 
(Núñez y Sánchez, 1998).  
 
A partir de 1996 la economía entró en una fase de desaceleración que encontraría 
su punto más bajo en 1999. Las causas de la recesión se encuentran en la 
explosión de la burbuja de consumo y del mercado de activos que se generó como 
consecuencia del boom de consumo y en la creciente vulnerabilidad financiera del 
sector privado, que en el anterior periodo había acumulado una gran cantidad de 
pasivos. Aunque en la recesión el gasto público y los salarios continuaron con su 
tendencia creciente, el incremento dramático en la tasa de desempleo afectó a los 
grupos más vulnerables y generó un retroceso, especialmente en lo que a pobreza 
se refiere (Núñez y Ramírez, 2002). 
 
En este contexto, el presente documento busca relatar con algún grado de detalle 
el camino que Colombia enfrenta para alcanzar las Metas del Milenio –MDM– 
como norte social al final del año 2015. El documento consta de tres secciones, 
incluyendo esta introducción. La segunda sección explica con detalle los 
antecedentes y las causas de la crisis de la economía colombiana en la década de 
los noventa y muestra un panorama del proceso de recuperación en el que esta 
inmersa en la actualidad. La tercera y última sección busca dar un vistazo al 
camino que Colombia ha seguido para la consecución de cada una de las MDM.        
 
2. VOLATILIDAD Y CRISIS EN LA DÉCADA DE LOS NOVENTA 
 
2.1. Antecedentes de una crisis 
 
A lo largo del periodo 1990-2001 la economía colombiana se caracterizó por haber 
experimentado un ciclo económico completo. Como se establece en Villar y 
Rincón (2000), es posible identificar claramente tres subperiodos (ver gráfica 1): 
  
i.  Entre 1990-1991, la actividad económica presentó una caída después de un 
satisfactorio comportamiento durante 1985-1989, en dónde el PIB se 
caracterizó por un crecimiento promedio anual del 4,7%. En 1991 el crecimiento económico fue tan sólo del 2,4%. Las presiones inflacionarias 
de la última mitad de los ochenta incentivaron al banco central para actuar a 
través de una política monetaria restrictiva, lo cual coincide con altas tasas 
de interés y crecimientos negativos de la absorción en este periodo. 
 
ii.  A partir del último trimestre de 1991 hasta el final de 1994 se evidenció una 
rápida recuperación con altas tasas de crecimiento del PIB. Este periodo se 
caracteriza por tasas de crecimiento de la absorción mayores que las del 
nivel de producto. Este comportamiento es explicado por incrementos 
acelerados del gasto público, del consumo privado y por un alto flujo de 
ingresos de inversión extranjera dirigido especialmente al sector petrolero. 
 
iii.  En el año 1996 se presentan los primeros signos de deterioro en el 
comportamiento de la economía, con una interrupción en 1997, dónde se 
presenta una corta recuperación. Sin embargo en 1999 la actividad 
económica sufre un descalabro al caer en más de 4 puntos porcentuales el 
PIB. 
 
Después de la proclamación de la constitución de 1991, el gasto público comenzó 
su gran escalada. El gasto del gobierno central paso de representar el 13% del 
PIB en 1990, a ser el 19% en 1998. Como lo señala Echeverry (2001), al menos 4 
puntos de este incremento representan mayores recursos para la educación y 
salud; incrementos en las transferencias a la seguridad social y un programa de 
reestructuración del sector justicia. Por otra parte, como parte del proceso de 
descentralización, la autonomía en el gasto de los departamentos y municipios del 
país se vio reflejada en significativos incrementos de la inversión pública del sector 
público descentralizado, financiada principalmente con deuda. 
 
La liberalización de la cuenta de capitales relajo la restricción de liquidez del sector 
privado, el cual, frente la creciente participación del sector público y el incremento 
en las tasas de interés internas (ver gráfica 2), busca el financiamiento de sus 
mayores niveles de consumo e inversión en el sector externo. En efecto el 
consumo privado y la inversión privada, de acuerdo con datos del DNP, crecieron 
entre 1992 y 1995 el 16% y el 45% respectivamente, mientras que la deuda 
privada externa, que en 1990 era el 9,6% del PIB, representaba en 1998 el 17,3% 
(ver gráfica 3). Muchos de los recursos de inversión de este sector, fueron 
dirigidos al mercado de vivienda, lo cual provocó en primer lugar dinamizo 
significativamente el sector de la construcción, el cual creció a una tasa promedio 
anual del 9,1% entre 1991 y 1995, y un aumento generalizado en el valor real de 
este tipo de activos, el cual representaba la mayor parte de la riqueza de los 
hogares en este periodo 
 
El creciente déficit del gobierno, junto con la liberalización de la cuenta comercial a 
comienzos de 1990, generan crecientes déficit en la cuenta corriente de la balanza 
de pagos (gráfica 2), los cuales son reforzados por los crecientes pagos de intereses de la deuda externa y transferencias de utilidades generadas por la 
inversión extranjera (Villar y Rincón, 2000). Este desbalance es financiado por 
crecientes entradas de flujos de capital extranjero, las cuales provocan un 
fenómeno de apreciación real (gráfica 3). 
 
En este escenario general que antecede a la crisis de 1999, es importante resaltar 
ciertos elementos: El creciente nivel de inversión privada dirige sus recursos hacia 
el sector no transable de la economía, el cual es el más rentable ante la 
apreciación del tipo de cambio real, y a la importación de bienes de capital en su 
mayoría de transporte; de la misma forma, el creciente nivel de consumo privado 
se vuelca hacia las importaciones. Esta dinámica, que genera una disminución en 
la tasa de ahorro privado, se genera a partir de las crecientes expectativas de 
mayores ingresos a nivel doméstico, las cuales se fundamentaron en los hallazgos 
de importantes pozos petroleros en la región oriental del país (Echeverry, 2001).    
 
2.2. La crisis 
 
El anterior escenario muestra un deterioro del balance de los diferentes agentes 
de la economía a través del incremento sistemático de sus pasivos. En efecto, las 
expectativas de mayores ingresos futuros llevaron a que los hogares, las 
empresas y el gobierno incrementaran su gasto por encima de las disponibilidades 
corrientes de ingresos, lo cual conllevo una acumulación de deuda y un 
incremento de sus pasivos corrientes y futuros. Este boom de gasto se 
complemento con el incremento del precio de los activos de finca raíz, los cuales 
representaban la mayor parte del patrimonio de los hogares y eran los garantes 
potenciales de nuevos préstamos a nivel doméstico. 
 
En lo referente al sector público, su componente descentralizado (departamentos y 
municipios), había incurrido en una creciente acumulación de deudas, y por lo 
tanto en una sobrecarga de sus pasivos. Por otra parte, y como se mencionó con 
anterioridad, los recursos de inversión del sector privado se destinaron al sector no 
transable, que con la revaluación real, tenía una ventaja relativa de rentabilidad, 
pero no aseguraba altos retornos futuros; paralelamente la asignación de recursos 
a compra de bienes de capital también fue dirigida a activos con muy baja 
rentabilidad futura. En otras palabras, la economía colombiana tenía un serio 
problema de generación de recursos para solventar el creciente nivel de pasivos 
de su balance, lo cual señalaba que pronto se incrementaría la vulnerabilidad 
financiera de los diferentes agentes de la economía (Echeverry, 2001). 
 
La debacle comenzó en el año de 1997. El gobierno, en su afán de detener el 
periodo recesivo que venía presentándose desde 1996, incurrió en una política 
macroeconómica expansiva tanto por el lado monetario como por el fiscal. El 
déficit del Gobierno Nacional Central –GNC–  se incrementó con más rapidez a 
partir de este año al pasar del 3,7% del PIB al 5% y el 6% en 1998 y 1999 
respectivamente (ver gráfica 2). En la misma tónica, el Banco Central inyecto un significativo grado de liquidez a la economía. El resultado fue un incremento 
temporal en la actividad económica de 1,5 puntos porcentuales del PIB en este 
año. Paralelamente, el mayor grado de liquidez de la economía tuvo su efecto casi 
inmediato sobre el precio del dólar; la devaluación nominal que se presento entre 
1997 y 1998 fue del 25%. La política cambiaria, también en manos del Banco de la 
República se manejaba en aquel entonces con la existencia de bandas cambiarias 
dentro de las cuales el precio de la divisa podía fluctuar libremente. En septiembre 
de 1997, después de la inyección de liquidez mencionada, el precio de la divisa 
norteamericana toco el techo de la banda como reacción a ataques especulativos 
cuyas raíces se encontraban en el desequilibrio de los balances fiscal y comercial 
y el valor corriente de la divisa que no era sostenible dados los dos primeros. 
 
Con el objetivo de defender la banda cambiaria, el gobierno reaccionó mediante el 
incremento de su tasa de interés de intervención, lo cual se tradujo en incrementos 
de las tasas de interés pasivas y de colocación (gráfica 2). Este último 
acontecimiento fue la gota que derramo el vaso: los incrementos de las tasas de 
interés empeoraron aún más los balances de los sectores público y privado, 
incrementando sus pasivos de manera más aguda y poniendo en seria duda su 
capacidad de responder ante estas obligaciones. Esta percepción de mayor riesgo 
cerró las llaves de recursos de crédito, tanto a nivel internacional
3 como en el 
escenario doméstico, en lo que se conoce en la literatura como el fenómeno de 
credit crunch o racionamiento de crédito (Echeverry y Salazar, 1999). 
 
Muchos de los departamentos colombianos finalmente se acogieron a las leyes de 
quiebra (ley 550) y de reestructuración de deudas (Ley 617), por otra parte, el 
precio de los activos, en especial la finca raíz, paró su crecimiento y, por el 
contrario, entro en una espiral negativa a partir del incremento de las tasas de 
interés. Adicionalmente el sistema de crédito hipotecario estaba indexado desde 
1993 al comportamiento de las tasas de interés. La disminución real del precio de 
los activos y el incremento de los pasivos provocado por este sistema indexado, 
produjeron una gran crisis financiera, en la cual muchas familias perdieron sus 
hogares ante la imposibilidad de pagar sus obligaciones, y desaparecieron o 
fueron intervenidas muchas entidades financieras, en especial aquellas dedicadas 
a la actividad hipotecaria. 
 
Por el lado de las empresas, la reducción de la demanda produjo incrementos no 
esperados en su nivel de inventarios, lo cual resultó en un incremento marginal de 
la producción en 1998 (0,6%); de la misma forma, con la aceleración del proceso 
de devaluación, resultado de los continuos ataques a la banda cambiaria, sistema 
que finalmente se abandonó en septiembre de 1999, las deudas denominadas en 
moneda extranjera incrementaron su valor, reduciendo aún más el patrimonio de 
muchas firmas. La acumulación de inventarios y el incremento en el valor de los 
                                                 
3 La percepción de riesgo a nivel internacional no se incremento únicamente por la situación interna del país; también 
influyeron de manera importante las crisis financieras en países emergentes, especialmente en el sudeste asiático y en 
Rusia entre 1997 y 1998. pasivos  produjeron finalmente la peor caída de la producción registrada 
históricamente en los últimos veinte años, cuando el PIB real disminuyó en un 
4,2% en 1999. Esta caída dramática de la actividad económica trajo consigo 
incrementos agudos en la tasa de desempleo; entre 1996 y 1997 la tasa de 
desempleo urbano registró valores del 11,9% y 12,1% respectivamente, en 1998 
esta paso a ser del 15% y, finalmente en 1999 alcanzó un nivel del 20,1%. En 
2000, este indicador alcanzó su nivel histórico al alcanzar el 20,5% (ver gráfica 1).  
 
2.3. La recuperación 
 
A partir de 2001, el PIB real comienza a registrar lentas mejoras al registrar 
crecimientos menores al 2% en este año y en 2002. A partir de este último año y 
hasta 2003, se implementan una serie de reformas que buscan impulsar el 
crecimiento de la economía y mejorar la situación fiscal del gobierno. Entre estas 
se encuentran algunos incentivos tributarios al sector de la construcción junto con 
una serie de acuerdos entre el gobierno nacional y las instituciones financieras 
para mejorar el acceso al crédito hipotecario; la ampliación de las jornadas 
laborales, así como la eliminación de recargas salariales y regimenes especiales, 
además de un programa de apoyo directo al empleo a través de subsidios a la 
demanda; la creación de un programa de protección al desempleado y programas 
de capacitación para jóvenes; y la eliminación de vacantes, fusión, eliminación y 
supresión de entidades, así como modificaciones en la estructura en el poder 
público ejecutivo. Por otra parte, y para tener una garantía de recursos en caso de 
una posible crisis de Balanza de Pagos debido a la delicada situación de los 
balances externo y fiscal, el país firmo en 1999 un acuerdo con el FMI basado en 
el cumplimiento de unas metas a nivel fiscal, el cual se volvió a firmar en 2002 y 
finales de 2003 (DNP, 2004, 2005). 
 
Después del abandono de la banda cambiaria, el banco central adoptó el 
posicionamiento de política conocido como inflación objetivo, y a partir de 
entonces ha llevado claramente una política monetaria anti-cíclica, a través de su 
tasa de interés de intervención. En una situación en la que la economía enfrentaba 
serios problemas de demanda, la reducción de este instrumento provocó una 
disminución de las tasas de interés activa y pasiva (gráfica 2), así como una mayor 
liquidez para el sistema de pagos (Banco de la República, 2004, 2005a). Por otra 
parte, a partir de la segunda mitad de 2003, hasta la actualidad, el país enfrenta 
un contexto internacional favorable, el cual se caracteriza por una recuperación 
notable de la economía estadounidense y en general de la economía mundial; un 
significativo incremento de los precios del carbón y el petróleo; y la disminución de 
las primas de riesgo-país de las economías emergentes, incluyendo la colombiana 
(DNP, 2004, 2005; Banco de la República, 2005b).  
 
En conjunto, todos estos factores son los permiten que se presente un escenario 
de recuperación en la economía colombiana. En efecto, las bajas tasas de interés 
y la mayor liquidez, producen, junto con la presencia de expectativas favorables de la clase empresarial y del sector externo, un incremento importante de la inversión 
privada interna y de la inversión extranjera directa así como una recuperación del 
flujo de recursos de crédito, recursos que se dirigen principalmente al sector 
petrolero, la creación de nuevo capital fijo y a la construcción; el mayor crecimiento 
económico de la economía mundial produce un aumento de la demanda externa 
por bienes nacionales y una amplia mejora del flujo de exportaciones colombianas, 
el cual también es favorecido por la mejora en los términos de intercambio que se 
genera a partir del incremento de los precios de los energéticos ya mencionado. El 
incremento en el ingreso se refleja finalmente en un mayor consumo privado, 
especialmente de bienes durables (DNP, 2004, 2005; Banco de la República, 
2004, 2005a, 2005b).  
 
Por otra parte, la disminución de los spreads de riesgo, la cual incentivo una fuerte 
entrada de capitales; el incremento significativo de las exportaciones; y un flujo de 
remesas nunca antes registrado, tuvieron como efecto una fuerte tendencia de 
apreciación de la tasa de cambio nominal, la cual ha sido infructuosamente 
contrarrestada por intervenciones de compra de divisas del Banco Central, pero 
que al parecer aún no ha tenido efectos negativos sobre la inflación y las 
exportaciones, debido al fuerte efecto ingreso que ha tenido el incremento de la 
demanda externa y al buen comportamiento de la tasa de  inflación cuyo valor no 
ha superado la meta que ha adoptado la autoridad monetaria (Banco de la 
República, 2005b).  
   
Como resultado de esta espiral de recuperación, el PIB real, a partir del primer 
trimestre de 2003, con excepción del segundo trimestre del mismo año y del tercer 
trimestre de 2004, ha crecido por encima del 4%, registrando un crecimiento 
promedio del 4,2% y un valor máximo en el segundo trimestre de 2005 del 5,3% 
(gráfica 1). A pesar de lo anterior, el desempleo, aunque ha presentado 
disminuciones en el mismo periodo, las cuales se deben, en orden de importancia, 
a la disminución de la tasa de participación y a la creación de algunos puestos de 
empleo (DNP, 2004), ha cedido de manera muy lenta. En 2001 la tasa de 
desempleo para el total nacional, según datos del Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística –DANE–, registró un valor del 13,6% y, en 2002-2004 fue 
del 14,3%, 13,1% y 12,5% respectivamente, en lo que va de 2005, la tasa de 
desempleo ha registrado valores cercanos al 11%. 
 




Tomando como base el contexto económico, el cual es una clara restricción para 
el comportamiento de los indicadores sociales, el siguiente paso consiste en 
realizar un análisis de los indicadores relacionadas con las metas del milenio, y su 
relación específica con la situación de indicadores macroeconómicos como la tasa 
                                                 
4 La totalidad de esta sección sigue muy de cerca a Gobierno Nacional y Sistema de Naciones Unidas (2005). de desempleo, y el consumo privado y público, los cuales definen la capacidad de 
generación de ingresos de los hogares y del gobierno, y el avance o retroceso 
social del país.    
 
3.1.  Objetivo 1: La pobreza y el hambre son dos caras de una misma 
moneda 
 
En Colombia la pobreza puede caracterizarse a través de diferentes matices, cada 
uno de ellos relacionado con una forma diferente de medir este fenómeno. Es 
posible definir el nivel de bienestar de una familia o individuo a partir de la 
cobertura de sus necesidades básicas, la cual está íntimamente relacionada con el 
indicador de Necesidades Básicas Insatisfechas –NBI–;  o a partir del nivel de 
ingreso necesario para asegurar el consumo de una canasta básica de alimentos y 
de otros bienes considerados como necesarios para asegurar un nivel de vida 
mínimo, concepto del cual se parte para construir la línea de pobreza. A pesar de 
esta gama de posibilidades para el análisis de la pobreza, el compromiso del 
gobierno nacional frente a las metas del milenio, además de tener en cuenta la 
línea de pobreza internacional de un dólar de ingreso diario, se refiere 
específicamente a la reducción en un 45% de la pobreza y de un 47% de la 
indigencia, indicadores medidos a través de la línea definida a partir del ingreso 
(tabla 4). Sin embargo, para tener en claro la génesis del este fenómeno en 
Colombia, es relevante dar un vistazo a cada uno de los matices.  
 
En cuanto al NBI, la realidad colombiana entre comienzos de la década de los 
setenta y la actualidad, muestra un avance importante. En efecto, debido a la 
dinámica de los procesos de urbanización, la disminución del tamaño de los 
hogares, el incremento en las coberturas de servicios públicos y las reformas del 
sistema educativo, este indicador se ha reducido del 70,5% de la población con al 
menos una necesidad básica no satisfecha en el año de 1973, al 20,9%, de 
acuerdo con datos de la Encuesta de Calidad de Vida –ECV– 2003. A lo largo de 
todo este periodo el indicador muestra una fuerte tendencia decreciente como lo 
muestra la gráfica 4. 
A pesar del panorama positivo que evidencia su comportamiento, este indicador 
no toma en cuenta otros factores importantes que determinan el nivel de pobreza 
de un individuo. La capacidad de generar ingreso, aunque no es el único 
determinante de la calidad de vida de las personas, es tal vez, de acuerdo con la 
realidad no solo colombiana, sino latinoamericana, la génesis del fenómeno de la 
pobreza, medida como incapacidad de adquirir una canasta de alimentos con el 
contenido energético básico, junto con otro grupo de bienes considerados como 
básicos. Aunque indirectamente el NBI toca de alguna manera algunos de estos 
componentes, no mide directamente la capacidad de ingreso de las familias para 
solventar por si mismas sus necesidades.  
A principio de los noventa, de acuerdo con cálculos de la Misión de Pobreza del 
DNP, el porcentaje de población cuyos ingresos no alcanzan para lograr la provisión de los bienes definidos como básicos (línea de pobreza), era del 53,8%, 
en 2004 esta población representaba el 52,6%. Como se puede observar en la 
gráfica 5, la tendencia de este indicador muestra un periodo de estancamiento en 
la reducción de la pobreza, lo que indica que en lo referente a crear capacidad de 
generación de ingresos, no se ha registrado un avance significativo, lo cual es una 
situación preocupante frente a la reducción de la pobreza como meta del milenio. 
Se puede hacer referencia a varias posibles causas de este estancamiento. Como 
fue mencionado anteriormente, durante este periodo de tiempo, la actividad 
económica del país atravesó un ciclo completo: una fase de expansión; una fase 
de desaceleración; y una fase de recesión a partir de 1999, cuando se produjo una 
brusca caída en el nivel de producción nacional, el cual encontró su punto más 
bajo en 1999, cuando el crecimiento del PIB alcanzo el -4,2%, y registró 
crecimientos inferiores al 2% en promedio hasta el año 2002. 
Según este referente, era de esperarse que durante la fase de expansión, el 
porcentaje de personas por debajo de la línea de pobreza disminuyera, lo que se 
refleja en una disminución del indicador al 53,8% en 1991 y al 50,9% en 1996 
(gráfica 5), la tendencia se revierte en 1997 cuando comienza la fase de 
desaceleración de la economía. En este sentido, el trabajo de Núñez y Ramírez 
(2002), el cual realiza un análisis de los determinantes de la pobreza, concluye 
que la disminución que ésta registró en el periodo 1991-1995 es explicada 
principalmente por incrementos en la educación y la reducción del tamaño de los 
hogares (60%) y en menor medida por cambios en el mercado laboral (20%). Es 
de observar, sin embargo, que estas disminuciones no son muy significativas, lo 
cual puede explicarse por la alta concentración del ingreso que siempre ha 
caracterizado a la economía colombiana. De acuerdo con cálculos del DNP, entre 
1993 y 1997, el coeficiente de Gini pasó de 0,51 a 0,56: mientras el 20% más 
pobre percibía el 2,7% del ingreso nacional, el 20% más rico concentraba 40% del 
total de ingresos (gráfica 6). En la fase recesiva, la pobreza llegó a ser del 57,5% 
en 1999, después de haber registrado niveles del 55,3% y del 52,7% en 1998 y 
1997 respectivamente (gráfica 5). En este periodo, de acuerdo con Núñez y 
Ramírez, el aumento de la pobreza estuvo determinado por cambios bruscos en 
las condiciones del mercado de trabajo (82%) altamente relacionados con la 
coyuntura de crisis, de la misma forma el coeficiente de Gini alcanzó un valor de 
0,58, es decir, se incremento aún más la concentración del ingreso (gráfica 6). 
En línea con el anterior análisis, Núñez y Espinosa (2005) caracterizan el 
crecimiento de la economía colombiana y estiman su incidencia sobre la pobreza 
en el periodo 1997-2004. A través de la construcción de una tasa de crecimiento 
de pobreza equivalente, es posible definir si el proceso de crecimiento ha 
favorecido a los mas pobres (crecimiento pro-pobre), o si, por el contrario, ha 
favorecido a los no-pobres (crecimiento anti-pobre). Sus resultados no son nada 
alentadores; únicamente en 2000 y 2003 los pobres recibieron la mayor parte de 
los beneficios del proceso de crecimiento económico y se presentaron reducciones 
de la pobreza; para el resto de años el crecimiento fue anti-pobre, incrementando la pobreza y la desigualdad. De hecho, si tan sólo el crecimiento hubiera sido 
neutral (beneficios iguales para toda la población), la pobreza se hubiera reducido 
en diez puntos porcentuales en los últimos diez años. En general los autores 
encuentran que si el PIB crece a una tasa del 4% anual, como lo hace 
actualmente, el ingreso de los pobres tan solo lo haría en un 2% (una elasticidad 
pobreza-PIB de 0,5)   
Como componente de la pobreza, la línea de indigencia refleja la capacidad de los 
hogares, en términos de ingresos, para adquirir una canasta de nutrientes 
energéticos básicos. Aquellas personas que no cuenten con el ingreso necesario 
para cubrir este gasto se consideran como indigentes. En Colombia, como lo 
muestra la gráfica 7, este porcentaje ha pasado del 20,4% en 1991, al 17% en 
2004, no sin antes mostrar incrementos importantes durante el periodo 1997-1999, 
periodo en el cual alcanzó un máximo del 25,4%. Las personas que se encuentran 
por debajo de esta línea, generalmente presentan problemas de  desnutrición, 
condición médica que esta asociada con altas tasas de morbilidad y baja 
productividad, lo cual va en detrimento de la capacidad productiva de la sociedad. 
La pobreza que se traduce en deficiencia alimentaria o indigencia, es entonces un 
factor que puede generar círculos viciosos conocidos como trampas de pobreza.  
Algunas variables antropométricas sirven de indicadores paralelos que muestran 
el efecto que tiene la desnutrición en la población colombiana (gráfico 8). En 
primer lugar la razón peso-edad (insuficiencia ponderal) es una medida de 
desnutrición global y su comportamiento muestra que entre 1965 y 2000, el 
porcentaje de menores con bajo peso para su edad pasó del 21% al 7%. De igual 
forma el comportamiento de la razón talla-edad (retardo en crecimiento), la cual es 
una medida de desnutrición crítica, muestra, en el mismo periodo de tiempo una 
disminución del porcentaje de niños con una estatura menor a la promedio de 
acuerdo con su edad, del 32% al 13%. Finalmente la razón peso-talla 
(emaciación), que mide el nivel de desnutrición aguda, señala entre 1965 y 2000 
que el porcentaje de niños con un peso muy por debajo del correspondiente con 
su talla paso del 4% al 0,8%. De acuerdo con los anteriores resultados, el avance 
en lo que se refiere a la reducción del hambre ha sido significativo, sin embargo, 
aún hay un gran grupo de población infantil con serios problemas nutricionales.  
Como ya se ha determinado, el problema para acceder a los recursos 
nutricionales básicos se encuentra en la capacidad de generación de ingreso de 
las familias, de allí que las estrategias para alcanzar las metas del milenio en lo 
referente a pobreza e indigencia deben tener una focalización mayoritaria sobre la 
capacidad de generación de riqueza y la disminución de la concentración de la 
misma.   
 
3.2. Objetivos 2 y 3: Logros y desafíos en la educación  
 
Con la creación de la nueva carta constitucional en 1991, el Estado se 
comprometió a mejorar sustancialmente el sistema educativo nacional, focalizando su atención en mejoras de cobertura, eficiencia y calidad. El avance ha sido 
importante al menos en el primer factor.
5 Como se puede observar en la gráficas 8 
y  9, las tasas de cobertura bruta y neta para la educación básica se han 
incrementado, especialmente en secundaria; adicionalmente la cobertura bruta 
para primaria superaba ya en 1993 el 100%. Sin embargo parece haber un serio 
reto en materia de creación de cupos y atención escolar en preescolar donde a 
2003 son apenas el 45% y el 43% respectivamente. Una posible explicación a este 
fenómeno es que la responsabilidad en este nivel de educación no está bien 
definida entre el Ministerio de Educación y el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar –ICBF. Siguiendo estas realidades y de acuerdo con los estándares del 
acuerdo de metas del milenio a nivel internacional, para Colombia las metas en 
cobertura son relevantes en el caso de la educación preescolar y secundaria, las 
cuales tienen que alcanzar en 2015 valores del 85,3% y del 93,5% 
respectivamente (tabla 4).   
Adicionalmente la política en educación debe tener un fuerte componente en la 
reducción de la brecha que existía a principios de la década en las oportunidades 
de acceder a la educación básica entre mujeres y hombres. A 2003 esta brecha 
parece estar cerca de cerrarse totalmente. Como se observa en la tabla 1, la tasa 
de matrícula combinada en el sistema educativo colombiano es mayor para las 
mujeres a partir del año 1994 cuando se encontraba ya 1,8 puntos por encima de 
la presentada por el género masculino; esta tendencia se mantiene hasta el año 
1998. En el año en el que la crisis de la economía colombiana toca fondo (1999), 
la tendencia se revierte de nuevo. Esto puede indicar que la crisis y la falta de 
ingresos aún afectan en mayor medida a la mujer, lo cual se refleja en la 
disminución de la matrícula de este género. A partir de 2001 la brecha vuelve a 
cerrarse y en 2003, aunque la tasa de matrícula es más alta para los hombres, la 
diferencia es tan sólo de 1,4 puntos. 
Por otra parte, las mejoras en eficiencia han sido pocas. A partir de la construcción 
de unas tasas de cobertura generales del sistema educativo o tasas de cobertura 
combinadas
6, se observa que, a pesar de su reducción en el periodo 1993-2003, 
las diferencias entre la tasas de cobertura bruta y neta aún son significativas 
(gráfica 10), lo que señala la existencia de un alto número de alumnos en 
extraedad y por lo tanto de ineficiencia en el sector educativo colombiano, cuya 
explicación se encuentra en la deserción, la repetición de cursos y en la entrada 
tardía a la escuela. En cuanto al primer factor, vale la pena señalar que este ha 
disminuido paulatinamente a lo largo del periodo en las zonas urbanas: la tasa de 
deserción combinada paso del 7,3 en 1993, al 5,9 en 2001; lamentablemente en 
                                                 
5 En el caso colombiano, la mayoría de los recursos que las regiones pueden utilizar en materia de educación para 
fortalecer la cobertura, calidad y eficiencia, están determinados por el sistema de repartición de transferencias, el cual es 
conocido como el Sistema General de Participaciones –SGP. En 2001, el congreso nacional aprobó la ley 715, la cual 
permite que al gobierno “impulsar, coordinar, financiar, cofinanciar y evaluar programas, planes y proyectos de inversión de 
orden nacional en materia de educación, con recursos diferentes a los del SGP”, lo que genera mayores posibilidades de 
mejora en la educación.  
6 La tasa de cobertura combinada hace referencia a la matricula en todos los niveles (bruta) o de menores entre 5 y 15 años 
(neta), como porcentaje de la población total entre 5 y 15 años. las zonas rurales este indicador no ha querido ceder, manteniéndose en un nivel 
aproximado del 11,0. 
En el periodo 1992-1997, la tasa de repetición tuvo una notable mejora al 
presentar caídas representativas en todos los niveles de educación básica, 
alcanzando su nivel promedio más bajo (2,8%) en 1997, año en el cual se dio 
inicio al sistema de promoción automática. En los siguientes años el indicador 
vuelve a presentar una tendencia creciente hasta el año 2001 donde se superan 
las tasas de repetición del año 1992.  
A pesar de las mejoras en cobertura de la educación básica, el nivel de 
analfabetismo en la población entre 15 y 24 años aún es muy alto. Para el año 
2003, un 7,6% de este grupo de la población es analfabeta, porcentaje que es aún 
mayor en las zonas rurales donde la tasa alcanza el 15,4%. Aunque el mandato 
constitucional determina al menos 9 años de escolaridad para este grupo, en 2003 
el promedio llegaba a 8,4 años; aunque inferior a lo que se espera esta cifra es el 
resultado de un mejoramiento continuo en la capacidad del sistema educativo ya 
que en 1992 la escolaridad promedio alcanzaba tan sólo 7 años. Los problemas 
de deserción y repetición, según Sarmiento et al. (2002), provocan actualmente 
que 33 de cada 100 menores que ingresaron a primaria en 1995, egresarán de 
grado 11. Por último la calidad de la educación básica es deficiente, lo cual se 
refleja el hecho de que la tercera parte de los maestros no posee un título 
profesional. Adicionalmente, las pruebas SABER indican niveles muy precarios en 
matemáticas y lenguaje; sin embargo sus resultados no se utilizan para nada en 
términos de diseño de políticas (a partir de estos resultados sería posible, por 
ejemplo, definir una buena política de incentivos para colegios y municipios).  
De acuerdo con estas realidades, las estrategias para conseguir una meta de 
educación básica universal deben seguir parámetros que centren su atención en 
los factores críticos del sistema educativo colombiano; además de lograr avances 
en cobertura se debe propender por la aplicación de políticas que disminuyan la 
ineficiencia del sector y mejoren la calidad de la educación. 
 
3.3. Objetivos 4 y 5: Mortalidad infantil y materna en Colombia 
 
La muerte de niños menores de cinco años aún es un problema de cuidado en 
Colombia. De allí que el compromiso del gobierno sea la disminución de la tasa de 
mortalidad infantil de un valor de 26,9 muertes por cada 1.000 nacidos vivos en 
2005, a 17 en 2015 (tabla 4).  Aunque entre los decenios 1985-1995 y 1990-2000 
la tasa de mortalidad promedio paso de ser 37,4 por cada 1.000 nacidos vivos a 
28 de acuerdo con las Encuestas de Demografía y Salud –EDS–, las muertes que 
aún se presentan están íntimamente ligadas a la incapacidad de las madres y sus 
hijos de acceder a los servicios de salud ya sea en el periodo anterior al parto o en 
el periodo post-parto. En efecto, siguiendo los datos presentados por las 
anteriores encuestas, la muerte del 65% de los últimos hijos nacidos vivos ocurrió 
antes de su primer mes de vida; de la misma forma el número de muertes de nacidos vivos es mayor entre las mujeres que no tuvieron ningún control prenatal o 
cuyo control acabo antes del séptimo mes de embarazo. Según Profamilia la tasa 
de mortalidad infantil en mujeres con un adecuado control prenatal es de 15 por 
cada 1.000, mientras que para el grupo sin ningún tipo de cuidado la tasa se 
triplica y alcanza un valor de 44 por cada 1.000. 
 
La dificultad en el acceso a los servicios y tecnologías de salud está ligada a 
varios factores. En primer lugar el desconocimiento de las tecnologías disponibles 
para tratar los problemas de salud infantil esta relacionado directamente con el 
nivel de educación de la población; adicionalmente a este problema se encuentra 
la falta de disponibilidad de estos servicios de acuerdo con el área geográfica: la 
mortalidad infantil es mayor en el área rural (tabla 2) dónde puede haber déficit en 
la oferta, ya sea por la no presencia del estado, las condiciones geográficas de la 
región o por problemas de orden público. Otro factor importante es la cobertura de 
la seguridad social. Los datos de las EDS revelan que la mortalidad de menores 
es mayor en el caso de madres sin afiliación al sistema y aquellas cubiertas por el 
régimen de seguridad social subsidiado por el Estado. Finalmente, y en relación 
con la totalidad de factores mencionados, la capacidad de ingreso es un gran 
determinante de la posibilidad de acceso a los servicios y tecnologías de salud en 
Colombia.  
 
Si se quiere alcanzar la meta de 17 muertes por cada 1.000 nacidos vivos en los 
menores de 5 años, las políticas deberán dirigirse a propiciar mejores condiciones 
de acceso a los servicios de salud, a través de la ampliación de coberturas del 
régimen de seguridad social y/o brindando oportunidades de mejoramiento de la 
calidad de vida de las madres y sus hijos, además de la utilización de todo tipo de 
medios para educar a la población y difundir la existencia de este tipo de servicios. 
 
La mortalidad materna es también un problema crítico en Colombia y el 
compromiso es disminuir el indicador de mortalidad materna de 93,1 muertes por 
cada 100.000 nacidos vivos en 2015, a 45 en 2015. Existen serios problemas en la 
medición de este fenómeno antes de 1998, debido a disminuciones en la 
cobertura y al mal registro de los certificados de defunción, lo que podría explicar 
una porción importante de la caída de la mortalidad materna entre 1990 y 1997: 
En el primer año la tasa era de 88 muertes maternas por cada 100.000 nacidos 
vivos y paso a ser de 60 por cada 100.000 en el último año. A partir del año 1998 
se produjo un considerable mejoramiento de la recolección de estadísticas; de 
acuerdo con los nuevos registros la tasa mortalidad materna en 1997 alcanzo las 
100 muertes por cada 100.000 nacidos vivos y en 2000 se registraron 99 muertes 
por cada 100.000, cifras significativamente superiores a las registradas con la 
anterior metodología.  
 
Las causas de estas muertes, de acuerdo con el Instituto Nacional de Salud –INS, 
son tratables a través de una adecuada atención obstétrica básica e integral, 
redes de atención apropiadas para las complicaciones y, al igual que con la mortalidad infantil, con una reducción de las barreras al acceso a la población 
dispersa en las zonas rurales no afiliada al sistema de seguridad social.   
 
3.4. Objetivo 7: Acceso a acueducto y alcantarillado 
 
La red de servicios públicos domiciliarios ha estado expuesta a grandes cambios a 
partir de las reformas propuestas por la constitución de 1991. Bajo un nuevo 
marco normativo institucional, se creo una comisión encargada de la regulación 
del sector acueducto y alcantarillado y una superintendencia de servicios públicos 
encargada del control y vigilancia. Estos cambios se han traducido en 
comportamientos positivos de la cobertura de acueducto y alcantarillado, 
especialmente en las zonas urbanas del país. 
 
A lo largo del periodo 1993-2003, el porcentaje de población en zonas urbanas 
con acceso a agua potable paso del 94,6% al 97,4% respectivamente (tabla 3). 
Paralelamente la cobertura de acceso a servicios de saneamiento básico 
(alcantarillado) en estas mismas zonas paso de ser el 81,8% en 1993, al 90,2% en 
2003. Otra historia se presenta en el sector rural; aunque se han presentado 
importantes avances en materia de cobertura, incrementos de 25 puntos 
porcentuales en cobertura de acueducto y 7 puntos porcentuales en cobertura de 
alcantarillado, la población sin acceso a agua potable y saneamiento básico 




En un contexto en el cual la situación macroeconómica aún es relativamente 
inestable, especialmente en lo referente a la generación de empleo, el 
comportamiento de los indicadores sociales relacionados con el cumplimiento de 
las metas del milenio ha presentado una serie de tropiezos especialmente en la 
lucha por reducir la pobreza. El análisis realizado propone que como requisito para 
promover una reducción permanente de este fenómeno es necesario que se 
presente un incremento generalizado de ingresos en la población vulnerable a 
éste fenómeno; esto requiere principalmente una reducción significativa de la tasa 
de desempleo y un incremento de la calidad del mismo. 
 
Por otra parte y teniendo en cuenta la política de reducción del gasto público del 
gobierno nacional, el cumplimiento de las metas de salud requiere que los 
ingresos que el Estado invierte en estos frentes se focalicen de una forma 
eficiente, lo que implica que se dirijan a la ampliación de la capacidad del sistema 
de seguridad social para dar atención a niños y madres con bajos recursos, pues 
es este factor especialmente el que mantiene los indicadores de mortalidad infantil 
y materna en niveles inaceptables para un país como Colombia. De la misma 
forma, los incrementos en la cobertura neta de educación primaria y secundaria, 
dependen no solo del incremento de cupos, sino de una fuerte política que disminuya los niveles de repetición y deserción en el sistema educativo. 
Finalmente, dada la mejora en la cobertura de servicios de saneamiento básico a 
nivel urbano, los esfuerzos deben concentrarse principalmente en dos frentes: la 
mejora en la calidad del servicio a nivel urbano y una amplia política de 
incrementos de cobertura a nivel rural. 
 
De acuerdo con estos puntos, el camino por recorrer aún es largo y las fuentes de 
recursos y el diseño de programas eficientes deben ser bien definidos. De igual 
forma para llevar a cabo reformas prácticas y eficientes deben tenerse en cuenta 
las restricciones macroeconómicas que implica cada una de estas. Tiene que ser 
claro que una economía estable y indicadores macro estables es el principal 
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 Gráfica 1 
Crecimiento anual del PIB y tasa de desempleo 1990-2005 (por trimestres) 
 




























































































































































































































































































































Tasa de interés de los depósitos a termino fijo (DTF)  y déficit del gobierno nacional central  
1990-2004 
 









































































































 Gráfica 3 
Devaluación real, nominal y saldo de la deuda externa privada 1991-2004 
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 Gráfica 5 
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Pobreza Indigencia
 
Fuente:  1991, 1993: Boletín SISD-30/ Encuesta Nacional de Hogares (ENH-III 
trimestre). De 1996-2004: Calculado por la Misión de Pobreza (ENH-III trimestre, ECH-





Coeficiente de Gini 

























 Gráfico 7 
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Fuente: PNDH/PNUD-DNP con base en ENH-DANE.  








 Gráfica 9 
Tasa bruta de cobertura en educación básica, por nivel 
115,7%
89,0%
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Evolución de la educación por género 
 
 
Tasa de analfabetismo Tasa matrícula 
combinada 
  Hombre Mujer Hombre  Mujer 
1985  12 12,8  52,5  51,5 
1994  9,4 9,4  63,1  64,9 
1995  8,9 8,9  64,2  66,0 
1996  8,8 8,7  66,7  69,1 
1997  8,7 8,5  72,2  72,0 
1998  8,8 8,5  70,2  72,1 
1999  8,7 8,5  70,2  69,8 
2000  8,0 8,1  67,8  66,8 
2001  7,5 7,5  68,1  68,3 
2002  7,8 7,9 69 68 
2003  7.8 7.4  71,1  69,7 
Fuente: Cálculos PNDH a partir de Encuestas de Hogares, Censos,  
Cuentas Nacionales  DANE y Proyecciones de Población  










 Gráfico 10 
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Tabla 2   
Tasas de mortalidad en menores de cinco años, según zona y nivel educativo 






a  Subgrupos  Estimación 
 
-2 EE  +2 EE 
Estimación 
- 2 EE  +2 EE
 
Total país  37,4 32,9 41,9  28,0 24,2 31,8 
Zona 
Urbana  34,1 28,8 39,3  24,1 20,0 28,2 
Rural  43,2 35,0 51,5  36,1 28,2 44,2 
Nivel educativo 
Sin educación  48    44   
Primaria  43    33   
Secundaria  33    24   
Universidad  11    15   
Fuente: Profamilia. Encuesta Nacional de Demografía y Salud, 1995, página 98. Encuesta 2000, página 98. 
a El intervalo de confianza de la estimación se hace al 95% (se encuentra entre –2 desviaciones estándar (EE) o límite 








 Tabla 3   
Indicadores de cobertura: línea de base, actual y meta. Población  






Nueva Población a atender 
2004-2015 
(Millones de personas) 
Urbano 
Acueducto  94,6 97,4  99,4  7,7 
Alcantarillado  81,8 90,2  97,6  9,2 
Rural
a 
Acueducto  41,4 66,0  81,6  2,3 
Saneamiento básico  51,0 57,9  70,9  1,9 
Fuente: DANE. Cálculos: DDDUPA – DNP.1993: Censo 1993/ 2003: ECV-2003   
a Incluye soluciones no convencionales tanto para acueducto (acueducto comunal o veredal ó pila pública 
ó pozo sin bomba, jaguey ó pozo con bomba) como para alcantarillado (inodoro conectado a pozo séptico 




Tabla 4   
Metas del milenio para Colombia 
 
1. Reducir el índice de pobreza en un 45%. LB: 1991 53,8% 49,7% 28,5%
2. Reducir el índice de indigencia en un 47%. LB: 1991 20,4% 15,9% 8,8%
3. Reducir el porcentaje de personas que vive con menos de US$1 al día 2,8% 2,7% 1,5%
4. Mantener la tasa de cobertura bruta en 100% para educación básica 88,1% 89,1% 100%
    - Preescolar 44,9% 48,5% 85,3%
    - Básica primaria 114,6% 114,3% 111,9%
    - Básica secundaria 75,5% 77,1% 93,5%
5. Reducir la mortalidad en menores de 5 años a 17 muertes 
    por 1000 nacidos vivos. LB: 1990
37,4 26,9 17,0
6. Reducir la razón de mortalidad materna a 45 muertes 
    por 100.000 nacidos vivos. LB: 1998
100,0 93,1 45,0
7. Reducir la tasa de mortalidad por cáncer de cuello uterino 
    a 5.5 muertes por 100.000 mujeres.  LB: 1990
13,0 9,1 5,5
8. Incrementar la cobertura de acueducto urbano 94,6% 97,7% 99,4%
9. Incrementar la cobertura de alcantarillado urbano 81,8% 91,4% 97,6%
10. Incrementar la cobertura de acueducto rural 41,1% 68,6% 81,6%
11. Incrementar la cobertura de servicios de saneamiento básico a nivel rural 51,0% 60,1% 70,9%
Fuente: Anexo documento CONPES Social N° 91
METAS ESPECÍFICAS Línea Base 2005 2015
 
 
   